
Panamá, ___ de julio de 2025 

 

Honorable Diputado 
JORGE HERRERA 
Presidente 
Asamblea Nacional  
 

Señor Presidente:​
 

En uso de las facultades conferidas por la Constitución Política de la República de Panamá, 

y el artículo 108 del Reglamento Orgánico del Régimen Interno de la Asamblea Nacional, 

actuando en mi condición de Diputada de la República, presento al pleno de esta Asamblea 

Nacional el Anteproyecto de Ley “QUE MODIFICA Y ADICIONA ARTÍCULOS A 

LA LEY 462 DEL 18 DE MARZO DE 2025, QUE MODIFICA, ADICIONA, 

DEROGA ARTÍCULOS DE LA LEY 51 DE 2005, QUE REFORMA LA LEY 

ORGÁNICA DE LA CAJA DE SEGURO SOCIAL Y DICTA OTRAS 

DISPOSICIONES” en cuanto a agregar los requisitos para ser Director y Subdirector 

General, el cual merece la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

La Ley 462, sancionada el 18 de marzo de 2025, incorpora reformas profundas en el 

sistema de seguridad social de la Caja de Seguro Social, en adelante CSS,  para enfrentar su 

histórica crisis financiera. Entre las medidas principales fueron: da la apariencia que 

mantiene la edad de jubilación (62 años hombres, 57 años mujeres), pero se establece 

revisión actuarial en seis años, con un factor de pensionamiento actuarial que para 

conseguir una mejor jubilación tendríamos que trabajar más años; sustituye los sistemas 

solidario (o de beneficio definido) y mixto por uno de capitalización individual con garantía 

solidaria (cuentas nocionales), y la pensión mínima no contributiva de B/. 144.00 balboas; 

un incremento escalonado del aporte patronal de 13.25 % a 15.25 % para asegurar liquidez, 

una inyección estatal de aproximadamente B/. 966 millones anuales para cubrir el déficit 

del fondo; el fortalecimiento de mecanismos de gobernanza como el observatorio del 

asegurado, digitalización de algunos servicios, sanciones más severas por morosidad, entre 

otras. 

Si bien estas medidas apuntaban a estabilizar financieramente a la CSS, diversos actores de 

la sociedad panameña desde profesionales de salud, asociaciones gremiales, constructores, 

trabajadores independientes y sociedad civil en general, han expuesto diversas 

preocupaciones que evidencian la clara urgencia por la insatisfacción con la muy certera 

posibilidad de obtener pensiones de retiro por vejez muy por debajo del cálculo de la ley 51 

de 2005, producto de las reformas a la Ley 462 del 2025.  En este sentido, entendiendo que 

ninguna ley es perfecta y que el clamor, el sentir y descontento justificado de los 

ciudadanos prima sobre cualquier voluntad de quienes la aprobaron, presentamos este 

proyecto de ley que busca garantizar una pensión de retiro por vejez digna y suficiente.  



A su vez, esta ley 462, sin reformarla, genera impactos negativos no previstos, lo que 

podría poner en riesgo los derechos de los cotizantes, trabajadores y la misma 

sostenibilidad del sistema. En este mismo sentido, se ha mencionado por los que apoyan la 

Ley como está actualmente, que la misma garantiza una tasa mínima de reemplazo del 

60 %, pero en la práctica el artículo 173 de la ley 462 agrega condiciones para que los 

cotizantes puedan obtener dicho derecho. Por eso, mediante esta modificación incluimos un 

artículo fundamental que permite que los cotizantes puedan retirarse con su tasa de 

reemplazo mínima del 60% de los diez mejores años de cotización, como estaba 

contemplado en la ley 51 de 2005, sin estar sujeta a ninguna disposición que limite el 

cumplimiento de esta tasa mínima.  

Otro artículo que se busca modificar es la extensión de cobertura obligatoria a todos, 

incluyendo independientes, vendedores informales y personas contratadas por servicios 

profesionales mediante afiliación automática. Sin embargo, hay una brecha en la aplicación 

real: Los independientes pagan hasta 17.86 % distribuido sobre una base reducida, pero 

muchos no pueden asumir este costo ni cumplir con la obligación. Adicionalmente, para los 

informales, garantizar afiliación automática requiere robustos sistemas de fiscalización, que 

aún no se implementan o carecen de cobertura. 

Estas dinámicas provocan que el aporte obligatorio resulte inalcanzable para muchos, 

especialmente para aquellos trabajadores que se encuentran en el sector informal o en 

empleos precarios. La falta de acceso a un sistema formal de seguridad social limita sus 

posibilidades de cumplir con las contribuciones requeridas, lo que genera una brecha 

significativa entre quienes pueden acceder a beneficios y quienes quedan excluidos. Esta 

situación evidencia la necesidad urgente de enfrentar las causas estructurales de la 

informalidad y el incumplimiento, que no solo afectan la sostenibilidad del sistema de 

pensiones, sino también la protección social integral de la población vulnerable, y que 

necesitan políticas públicas de empleo propuestas y ejecutadas por el Estado que vayan más 

allá de la presente ley.  

Además, se propone modificar el artículo relacionado con las pensiones en caso de 

fallecimiento del pensionado, así como las pensiones de viudez. Estas modificaciones 

buscan robustecer la forma en que los beneficiarios recibirán estos derechos, garantizando 

mayor seguridad jurídica y protección económica para las familias. Al fortalecer estos 

mecanismos, se asegura que los derechos adquiridos por el trabajador durante su vida activa 

se extiendan de manera justa y oportuna a sus sobrevivientes, reduciendo el riesgo de 

desprotección y vulnerabilidad en momentos críticos. 

 

Por último, las modificaciones planteadas no solo buscan hacer justa y digna la cobertura 

del sistema, sino también mejorar la calidad y el alcance de los beneficios otorgados. Por 

esto se proponen métricas para las atenciones del personal de salud en el sistema de salud 

nacional, así como plazos máximos para fijar citas de consultas generales, especializadas y 



cirugías, así como la cobertura de estudios para conseguir los especialistas más 

demandados por la población panameña.  

Estas reformas apuntan a generar un sistema de pensiones más inclusivo, justo y sostenible, 

que no solo considere la formalización del empleo y el cumplimiento de los aportes, sino 

que también brinde beneficios tangibles que mejoren la calidad de vida de los pensionados 

y sus familias. Sin embargo, para alcanzar estos objetivos, es fundamental que se adopten 

medidas que aborden las causas profundas de la informalidad, y se promueva una cultura de 

cumplimiento y responsabilidad social que permita fortalecer el sistema de seguridad social 

en su conjunto. 

Comprometida con el país y con el ejercicio de mis funciones, propongo este anteproyecto 

de ley que hoy presento con modificaciones que van encaminadas a darle tranquilidad y 

seguridad a los ciudadanos. La Ley 462 de 2025 fue presentada como un paso necesario 

para estabilizar financieramente la CSS, pero su ejecución presenta riesgos que van desde la 

afectación de la calidad de vida hasta la opacidad en el cálculo de beneficios y exclusión de 

grupos vulnerables. Las voces de profesionales médicos, trabajadores independientes y 

cotizantes demuestran que modificar la ley no es solo una necesidad imperativa solicitada 

por el clamor de quienes por la Constitución Política tienen el poder del Estado, el pueblo 

panameño, sino que busca procurar una reforma que no solo sea sostenible, pero también 

principalmente equitativa y con el respaldo ciudadano efectivo para quien el sistema de 

salud y de pensiones debe servir, y no servirse.  

​

​

 

​
H.D. ALEXANDRA BRENES​

Diputada de la República​
Circuito 8-2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



ANTEPROYECTO DE LEY No. 

(De_____de_____de 2025) 

 

“Que modifica y adiciona artículos a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025, que 

modifica, adiciona y deroga artículos de la Ley 51 de 2005, que reforma la Ley 

Orgánica de la Caja de Seguro Social y dicta otras disposiciones” 

 

LA ASAMBLEA NACIONAL DECRETA: 

 

Artículo 1.  Se modifica el numeral 4 del artículo 3 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 

así: 

Artículo 3.  Principios de la Caja de Seguro Social. La Caja de Seguro 

Social, en la administración, planificación y control de las contingencias 

cubiertas por esta ley y dentro de los límites fijados por ella, se regirá por los 

siguientes principios: 

1… 

2… 

3… 

4. Obligatoriedad. La afiliación de los trabajadores por cuenta ajena y la 

inscripción de los empleadores al régimen de la Caja de Seguro Social son 

de carácter obligatorio en la República de Panamá.  

 

Artículo 2.  Se modifica el artículo 64 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 así: 

Artículo 64. Afiliación obligatoria. Están obligados a participar en el 

régimen de la Caja de Seguro Social todos los trabajadores nacionales o 

extranjeros que brinden servicios dentro de la República de Panamá, 

incluyendo los trabajadores por cuenta ajena, salvo los trabajadores 

independientes. Para los trabajadores por cuenta ajena, la obligatoriedad 

comprende el Riesgo de Enfermedad y Maternidad, el Riesgo de Invalidez, 

Vejez y Muerte y el Riesgo Profesional,  

La Caja de Seguro Social está obligada a promover y facilitar la afiliación de 

todos los trabajadores. 

No obstante lo dispuesto en el presente artículo, la afiliación obligatoria de 

los trabajadores ocasionales, estacionales y trabajadores domésticos se regirá 

por los reglamentos que para estos fines dicte la Junta Directiva, los cuales 

señalaron los aportes, las prestaciones a las que tendrán derecho dentro de 

los distintos riesgos y demás modalidades de aseguramiento según sus 

características particulares. 

 



Artículo 3.  Se modifica el artículo 69 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 así: 

Artículo 69. Pago de cuotas de los trabajadores independientes. A partir de 

la entrada en vigencia de la presente reforma, los trabajadores 

independientes que deseen voluntariamente participar del sistema de 

pensiones establecido por la presente ley quedarán exclusivamente 

comprendidos en el Componente de Capitalización Solidaria y, a tal efecto, 

deberán pagar por su cuenta la cuota correspondiente a la Caja de Seguro 

Social. 

Los trabajadores independientes deberán efectuar el pago de sus 

contribuciones por los medios que disponga la Caja de Seguro Social. 

Para estos efectos, se considerará como base para la cotización al Riesgo de 

Invalidez, Vejez y Muerte, el 9.36% del ingreso cotizable del trabajador 

independiente. 

Para el pago de la cuota del Riesgo de Enfermedad y Maternidad, se 

considerará el 8.5%, sobre el ingreso que declare voluntariamente el 

trabajador independiente a la Caja de Seguro Social, monto que podrá ser 

actualizado periódicamente a través del reglamento que, al efecto, emita la 

Caja de Seguro Social. 

La Caja de Seguro Social mediante reglamentación determinará los 

incentivos para promover la incorporación voluntaria al Riesgo de 

Enfermedad y Maternidad de los trabajadores independientes. 

La mora en el pago de la totalidad o de una parte de las cuotas adeudadas 

causará un recargo y el interés por mora dispuesto en la presente Ley. 

 

Artículo 4.  Se modifica el artículo 70 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 así: 

Artículo 70.  Recursos de la Caja de Seguro Social. Los recursos de la Caja 

de Seguro Social para cubrir los gastos de administración que demande la 

gestión administrativa de la institución y las prestaciones de los riesgos de 

Enfermedad y Maternidad, y de lnvalidez, Vejez y Muerte estarán 

constituidos por los siguientes ingresos: 

1.​ La cuota pagada por los empleados, la cual será el equivalente a 

nueve puntos setenta y cinco por ciento (9.75%) de sus sueldos. 

2.​ La cuota pagada por los empleadores, la cual será: 

a.​ A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley y hasta el 1 

de marzo de 2027, el equivalente a trece punto veinticinco por 

ciento (13.25%) de los sueldos que paguen a sus empleados. 

b.​ Del 2 de marzo de 2027 y hasta el 1 de marzo de 2029, el 

equivalente a catorce punto veinticinco por ciento (14.25%) de 

los sueldos que paguen a sus empleados.   



c.​ A partir del 2 de marzo de 2029, el equivalente a quince punto 

veinticinco por ciento (15.25%) de los sueldos que paguen a sus 

empleados. 

3.​ La cuota pagada por los trabajadores independientes, la cual será 

equivalente al nueve punto treinta y seis por ciento (9.36%) del 

lngreso Cotizable, para cubrir las prestaciones del Riesgo de 

lnvalidez, Vejez y Muerte y el ocho punto cinco por ciento (8.5%) del 

lngreso Cotizable, para la cotización voluntaria destinada al Riesgo 

de Enfermedad y Maternidad. 

4.​ La contribución especial del empleador, que será realizada sobre la 

base de cada una de las tres (3) partidas del Decimotercer Mes, 

equivalente a diez puntos setenta y cinco por ciento (10.75%) de la 

suma pagada por el empleador en este concepto a sus empleados.  

5.​ La contribución especial que será realizada por el empleado, sobre la 

base de cada una de las tres (3) partidas del Decimotercer Mes, la 

cual será equivalente a siete puntos veinticinco por ciento (7.25%). 

6.​ La cuota pagada por los pensionados por lnvalidez, Vejez y Muerte y 

de los pensionados del Programa de Riesgos Profesionales por 

incapacidad permanente parcial o permanente absoluta o por 

sobreviviente, que será igual a seis punto setenta y cinco por ciento 

(6.75%) del monto mensual de la pensión. 

7.​ La cuota pagada por los asegurados de la Caja de Seguro Social que 

reciban subsidios de incapacidad temporal, de origen profesional o 

no, y por maternidad, la cual será igual al equivalente a nueve punto 

setenta y cinco por ciento (9.75%) de dichos subsidios. 

8.​ La participación en el Impuesto Selectivo al Consumo de ciertos 

bienes y servicios, como lo son bebidas gaseosas, vinos, cervezas, 

licores y productos derivado del tabaco tales como cigarrillos, 

cigarros, puros, entre otros de producción nacional e importados, a 

que se refieren todas las leyes vigentes sobre la materia en la 

República de Panamá. 

9.​ Un aporte del Estado, equivalente a ocho décimos del uno por ciento 

(0.8%) de los sueldos y bases de cotizaciones de los asegurados 

obligatorios, ya sea trabajadores independientes o por cuenta ajena, 

de los sueldos básicos e ingresos de las personas incorporadas al 

régimen de seguro voluntario y de lo pagado a jubilados del Estado, 

sobre los cuales la Caja de Seguro Social recibe cuotas. 

10.​Los ingresos provenientes del Fideicomiso creado a favor del 

Régimen de lnvalidez, Vejez y Muerte de la Caja de Seguro Social, 

como aporte a la sostenibilidad financiera y actuarial. 

11.​La cuota a pagar por los pensionados y jubilados del Estado y de los 

fondos especiales de retiro, la cual será equivalente a seis punto 



setenta y cinco por ciento (6.75%) del monto bruto mensual de sus 

pensiones o jubilaciones.  

12.​Un subsidio anual del Estado, equivalente a veinte millones 

quinientos mil balboas (B/. 20,500,000.00) al año, para compensar 

las fluctuaciones o posible disminución de la tasa de interés de las 

inversiones que mantenga la Caja de Seguro Social en bonos, 

pagarés u otros valores similares emitidos por el Estado. 

13.​Un aporte del Estado de veinticinco millones de balboas (B/. 

25,000,000.00) anuales al Riesgo de Enfermedad y Maternidad 

administrado por la Caja de Seguro Social, de conformidad con lo 

establecido en el Decreto de Gabinete No.14 de 22 de abril de 2009. 

14.​A partir de la entrada vigencia de la presente Ley, un aporte anual 

obligatorio del Estado para cubrir el déficit actuarial del Riesgo de 

Invalidez, Vejez y Muerte, por un monto de mil cuatrocientos 

cincuenta y siete millones de balboas (B/. 1,457,000,000.00). Este 

monto se ajustará cada año con respecto al valor del aporte del año 

previo, considerando el porcentaje de incremento que como resultado 

genere el análisis actuarial y financiero que deberá realizar la Caja de 

Seguro Social sobre la suficiencia y sostenibilidad de largo plazo del 

Fondo de lnvalidez, Vejez y Muerte. Este ajuste anual, en ningún 

caso, podrá ser superior al cuatro por ciento (4%) sobre el valor de 

aporte del año anterior. El Presupuesto General del Estado deberá 

incluir la partida correspondiente para cubrir el referido aporte. 

15.​Los ingresos producto de los acuerdos de compensación de costos, 

en el caso en el que los hubiera. 

16.​Los pagos que reciba la Caja de Seguro Social cuando actúe como 

fiduciario. 

17.​Las utilidades que obtenga la Caja de Seguro Social de la inversión 

de los fondos y reservas de los distintos riesgos. 

18.​El diez por ciento (10%) de las primas cobradas por Riesgo 

Profesional. 

19.​Las multas y recargos que cobre de conformidad con la presente Ley. 

20.​Las herencias, legados y donaciones que se le hicieran, las cuales 

serán deducibles para los efectos del impuesto sobre la renta. 

21.​El monto equivalente a los intereses que ha dejado de percibir el 

empleado, durante el periodo en el cual el empleador ha incurrido en 

mora en el pago de sus cuotas. Este monto se debitará contra el cargo 

por morosidad en que incurra el empleador y será acreditado en el 

momento en el que el empleador cancele la morosidad antes 

mencionada. El remanente, si lo hubiere, será acreditado a las 

reservas del riesgo correspondiente. 



22.​Las multas, los recargos y fianzas que se cobren a los contratistas 

que incumplan los términos pactados con la institución en materia de 

contratación pública. 

23.​E1 monto total que resulte de la ejecución de las cauciones que 

hayan sido consignadas en ocasión de las demandas Contencioso 

Administrativa de Plena Jurisdicción, interpuestas contra la Caja de 

Seguro Social en materia de adquisición de medicamentos y 

dispositivos médicos convocados y adjudicados por la Caja de 

Seguro Social, en los casos en que la decisión de la Corte Suprema 

de Justicia sea desfavorable al recurrente. 

24.​Para las pensiones especiales de vejez destinadas a los trabajadores 

manuales bananeros al servicio de empresas bananeras y productores 

independientes del banano, los empleadores aportarán el dos punto 

cinco por ciento (2.5%) de los salarios de sus trabajadores y el 

Estado, el seis por ciento (6%) de estos salarios. 

25.​La cuota pagada por los asegurados voluntarios, la cual será 

equivalente al nueve punto treinta y seis por ciento (9.36%) de los 

ingresos declarados para cubrir las prestaciones del Riesgo de 

lnvalidez, Vejez y Muerte y el ocho punto cinco por ciento (8.5%) de 

los ingresos declarados para la cotización voluntaria destinada al 

Riesgo de Enfermedad y Maternidad. 

26.​El cincuenta por ciento (50%) de los aportes al Estado que realicen 

las empresas estatales o mixtas en cuanto al componente de la 

participación estatal, que obtengan sus ingresos del aprovechamiento 

de los recursos hídricos nacionales. 

27.​El cincuenta por ciento (50%) de los ingresos que obtenga el Estado 

de los reconocimientos por mantener y preservar los parques 

nacionales y las Áreas Protegidas, cuando provengan de fuentes 

externas. 

28.​Los aportes generados por los pensionados y jubilados activos serán 

destinados al programa de lnvalidez, Vejez y Muerte. 

29.​La cuota pagada por los asegurados de los regímenes especiales. 

30.​El diez por ciento (10%) de las utilidades de las empresas de 

telecomunicaciones que utilizan fibra óptica. 

31.​El diez por ciento (10%) de la tasa de los movimientos de 

contenedores en los puertos de carga. 

32.​Diez millones (B/. 10,000,000.00) del total de las utilidades 

entregadas por las empresas de concesión eléctrica. 

33.​El 50% del ingreso bruto de las notarías públicas de la República 

de Panamá.  

34.​El 50% del ingreso bruto de los ingresos obtenidos por los 

consulados panameños en el extranjero.  



35.​El veinticinco por ciento (25%) de los bienes decomisados del 

Ministerio de Economía y Finanzas. 

36.​El veinte por ciento (20%) de los ingresos brutos generados por 

la Lotería Nacional de Beneficencia.  

37.​Los pagos que le ingresen por cualquier otro concepto. 

 

Artículo 5.  Se modifica el artículo 64 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 así: 

Artículo 102. Falta de inscripción, afiliación y notificación. Será sancionado 

con una multa de cien balboas (B/.100.00) hasta cinco mil balboas (B/.5 

000.00) quien estando obligado y dentro de los plazos establecidos en esta 

Ley: 

1.​ No se inscriba a sí mismo como empleador o no afilie a sus 

empleados. 

2.​ ⁠No notifique el cese temporal o definitivo de operaciones. 

3.​ No notifique la sustitución del empleador. 

La sanción prevista en este artículo se aplicará por cada trabajador no 

inscrito o afiliado, conforme a lo establecido en esta Ley y su 

reglamentación. 

En el caso de los empleadores domésticos la multa será de cien balboas 

(B/.100.00). 

 

Artículo 6. Se modifica el artículo 173 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025.  

Artículo 173.  Garantía de una tasa de reemplazo mínima para la Pensión de 

Retiro por Vejez. Se garantiza una tasa de reemplazo mínima del 60% sobre 

el promedio del salario mensual de los 10 mejores años de cotización para la 

Pensión de Retiro por Vejez, que no estará sujeta a ninguna disposición que 

limite el cumplimiento de esta.  

  

Artículo 7. Se modifica el artículo 175 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 así: 

Artículo 175.  Quienes originan pensiones a su muerte. Cuando la muerte 

del asegurado no se origine de un riesgo profesional, habrá derecho a 

pensiones de sobrevivientes en los siguientes casos: 

1.  Cuando, a la fecha del fallecimiento, el asegurado tenga un mínimo de 

treinta y seis cuotas mensuales. De las cuotas anteriores, por lo menos 

dieciocho cuotas deben haber sido aportadas en los últimos tres años 

anteriores al fallecimiento. 

2.  Cuando, a la fecha del fallecimiento, el asegurado hubiera reunido el 

número de cuotas de referencia exigidas para tener derecho a Pensión de 

Retiro por Vejez, independientemente de la edad que hubiera alcanzado. 



 3. Al fallecimiento de un pensionado por invalidez que no se origine en 

un riesgo profesional y de un pensionado por vejez. 

 

Los fallecidos que gozaban de una Pensión Básica Universal, no generan 

derecho a pensiones de sobreviviente. 

 

Artículo 8. Se modifica el artículo 176 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 así: 

Artículo 176. Pensión de Viudez. Tendrá derecho a Pensión de Viudez, la 

viuda o el viudo del asegurado o asegurada y la viuda o el viudo del 

pensionado o pensionada fallecida.  

 

A falta de viuda o viudo corresponderá el derecho a la conviviente o al 

conviviente con quien cohabita la (el) causante en unión libre, en 

condiciones de singularidad y estabilidad, a condición de que no hubiere 

existido impedimento legal para contraer matrimonio y de que la vida en 

común se hubiera iniciado por lo menos cinco (5) años antes del 

fallecimiento de la asegurada o asegurado y del pensionado o pensionada. 

 

A falta de viuda corresponderá el derecho a la concubina que convive 

con el causante en unión libre, a condición de que no hubiera existido 

impedimento legal para contraer matrimonio y de que la vida en común 

se hubiera iniciado por lo menos cinco años antes del fallecimiento del 

asegurado o pensionado. 

 

Para estos efectos, la compañera o compañero deberá presentar certificación 

de matrimonio de hecho post-mortem expedido por la Dirección Nacional de 

Registro Civil del Tribunal Electoral, que contemple el periodo de vigencia 

de la unión. 

También se aceptará como prueba de la vida en común, la declaración 

que hubiera hecho el asegurado o pensionado, de acuerdo con las 

normas de la Caja del Seguro Social, o Certificación del Juez de Paz del 

Corregimiento donde residen. 

Si la concubina quedará en estado de gravidez al fallecimiento del 

asegurado o pensionado o si los convivientes tuvieran hijos en común, se 

prescindirá del requisito de declaración previa del asegurado. 

 

Artículo 9. Se modifica el artículo 177 a la Ley 462 del 18 de marzo de 2025 así: 

Artículo 177. Monto por Pensión de Viudez. La Pensión de Viudez será 

equivalente al cincuenta por ciento (50%) de la Pensión de Vejez o Invalidez 

de que gozaba el o la causante o de la que le habría correspondido a la fecha 

del fallecimiento, de acuerdo a la presente Ley. 



 

Dicha pensión se pagará por un periodo de cinco años, que debe contarse 

desde la fecha del fallecimiento del o la causante, pero si a la expiración de 

este plazo la viuda o el viudo estuviera inválida(o), de acuerdo con las 

normas reglamentarias que dictará la Caja de Seguro Social, o hubiera 

cumplido la edad de referencia para la Pensión de Retiro por Vejez, o tuviera 

a su cargo hijos del o la causante con derecho a Pensión de Orfandad, la 

Pensión de Viudez se seguirá pagando en forma vitalicia en los dos primeros 

casos, y hasta que el último de los hijos cese en el goce de la Pensión de 

Orfandad, en el último caso. 

Si al cesar el goce de la Pensión de Orfandad del último de los hijos, la viuda 

o el viudo hubiera cumplido la edad de referencia para la Pensión de Retiro 

por Vejez, la pensión se pagará en forma vitalicia 

 

Artículo 10. Se adiciona el artículo 134-A a la Ley 51 del 2005 así: 

Artículo 134-A. Métrica de atenciones médicas diarias y exclusividad del 

servicio público. Todo el personal médico tendrá una métrica (cuotas) de 

atenciones diarias y mensuales que deberán cumplir, incluyendo cirugías y 

procedimientos. La Junta Directiva deberá reglamentar esta métrica y podrá 

ajustarla de forma anual. 

Los médicos que atienden en el servicio de Salud Pública del Estado, en el 

Ministerio de Salud y de la Caja de Seguro Social no podrán atender en 

clínicas privadas en sus 8 horas laborales. De comprobarse lo contrario, 

podrán ser objeto de aplicación del reglamento de sanciones hasta su 

destitución.  

 

Artículo 11. Se adiciona el artículo 134-B a la Ley 51 del 2005 así: 

Artículo 134-B. Plazos para la fijación de citas. Las citas médicas deberán 

realizarse en un plazo máximo como sigue: 

1. Hasta treinta (30) días calendario para consultas generales, 

2. Hasta treinta (30) días calendario para exámenes médicos y laboratorios, 

3. Hasta cuarenta y cinco (45) días calendario para consultas con médicos 

especialistas, 

4. Hasta noventa (90) días calendario para cirugías no urgentes. 

El Director General deberá supervisar y garantizar el fiel cumplimiento de 

estos plazos, para lo cual deberá elaborar un informe anual con indicadores 

de desempeño considerando la atención médica y el cumplimiento de los 



tiempos de espera. La Junta Directiva reglamentará las sanciones 

correspondientes por el incumplimiento de los mismos.  

 

Artículo 12. Se adiciona el artículo 134-C a la Ley 51 del 2005 así: 

Artículo 134-C. Becas y financiamiento para médicos generales. El Director 

General, previa autorización de la Junta Directiva, podrá otorgar becas y 

financiamiento para estudios a médicos generales con el fin de que se especialicen 

en aquellas áreas con mayor demanda no satisfecha de profesionales con la 

condición de que los mismos puedan prestar servicio exclusivo en la Caja de Seguro 

Social por un periodo mínimo de cinco años. 

La Caja de Seguro Social deberá desarrollar un reglamento para el otorgamiento de 

estos beneficios educativos que contemplen parámetros objetivos de mérito 

académico, profesional y necesidad de especialización para justificar la selección de 

los becarios. 

 

Artículo 13. La presente Ley modifica el artículo 3, 64, 69, 70, 102, 173, 175, 176, 177 de 

la ley 462 del 18 de marzo de 2025, que modifica, adiciona, deroga artículos de la ley 51 de 

2005, que reforma la ley orgánica de la caja de seguro social y dicta otras disposiciones, y 

adiciona los artículos 134-A, 134-B y 134-c a la misma excerta legal. ​

 

Artículo 14. La Asamblea Nacional elaborará un texto único de la Ley 462 de 18 de marzo 

de 2025 que contenga todas las disposiciones de la presente ley. Este texto único contendrá 

numeración corrida que inicia por el artículo 1 e incluirá elementos de técnica legislativa. 

Una vez elaborado el texto único, la Asamblea Nacional ordenará su publicación en la 

gaceta oficial. ​

 

Artículo 15. Esta ley entrará en vigencia a partir del día siguiente a su promulgación en la 

Gaceta Oficial.  

 
 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Propuesto a la consideración de la Asamblea Nacional, hoy ____ de _________ de 2025, 

ante el Pleno Legislativo, por la Diputada Alexandra Brenes. 

 
 
 

H.D. ALEXANDRA BRENES​
Diputada de la República​

Circuito 8-2 

 


